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Honorable Magistrado  
LUIS ALFREDO ZAMORA ACOSTA 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO ORAL DE CUNDINAMARCA 
SECCIÓN SEGUNDA 
E.                      S. D. 
 
 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
DEMANDANTE:  PILAR CRISTINA CESPEDES BAHAMON 
DEMANDADO:  UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA 
  
RADICADO:   250002342000-2019-01674-00 
 
 
ASUNTO:   CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 
 
 
NELCY ALEYDA MESA ALBARRACIN, mayor de edad, vecina y residente de la ciudad 
de Bogotá, identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 37.754.920 de Bucaramanga, 
Abogada titulada, portadora de la Tarjeta Profesional No. 133.837 del Consejo Superior de 
la Judicatura, obrando como Apoderada Especial de la UNIVERSIDAD NACIONAL DE 
COLOMBIA, de conformidad con el poder debidamente conferido por la Doctora DOLLY 
MONTOYA CASTAÑO,  mayor de edad, vecina de la ciudad de Bogotá, identificada con la 
cédula de ciudadanía No. 41.437.894 de Bogotá, en su calidad de Rectora y Representante 
Legal de la UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA, nombrada en virtud de la 
Resolución No. 018 de fecha 23 de marzo de 2021, y posesionada según Acta No. 001 de 
fecha 3 de mayo de 2021 del Consejo Superior Universitario, me permito dar 
CONTESTACIÓN AL MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO presentada por PILAR CRISTINA CESPEDES BAHAMON, en los siguientes 
términos: 

 
 

I. PRONUNCIAMIENTO SOBRE LAS DECLARACIONES Y CONDENAS 
 

En esta instancia manifiesto respetuosamente al honorable Magistrado, que, ME OPONGO 
INTEGRALMENTE a la prosperidad de la totalidad de las pretensiones formuladas por la 
señora PILAR CRISTINA CESPEDES BAHAMON por las razones de hecho y derecho que 
se consignan en el presente documento, todas las cuales encontrarán apoyo, verificación, 
acreditación y certeza en el debate probatorio que se surta en el presente trámite; motivo 
por el cual solicito respetuosamente al honorable despacho, se NIEGUEN las súplicas de 
las mismas y se condene en costas a la parte actora. 

 
 

II. PRONUNCIAMIENTO EXPRESO SOBRE LOS HECHOS 
 
AL HECHO 1: ES CIERTO, según certificación emitida el día 17 de enero de 2022, por el 
Director Nacional de Personal Académico y Administrativo de la Universidad Nacional de 
Colombia, la señora Pilar Cristina Cespedes Bahamon, mediante Resolución de Rectoría 
N° 241 del 29 de febrero de 2012, Acta de Posesión N° 082 del 5 de marzo de 2012, fue 
nombrada en el cargo de Jefe de División 204016 LNR, en dedicación de tiempo completo, 
adscrito a la División de Servicios Administrativos, con asignación Básica Mensual de 
$4.634.657, Bonificación por Bienestar Universitario de $79.931, a partir del 5 de marzo de 
2012. 
 
AL HECHO 2: NO ES UN HECHO, es una apreciación de la parte demandante, por lo que, 
me inhibo de realizar pronunciamiento al respecto.  
 
AL HECHO 3: NO ES CIERTO. Aunque no es clara la situación fáctica relatada en este 
hecho, al no existir conectores en las ideas allí plasmadas, se infiere que, la demandante 
hace referencia a su situación antes de la declaratoria de insubsistencia, por lo que, se hace 
necesario indicar lo siguiente:  
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De los antecedentes laborales y administrativos que reposan en la Universidad Nacional de 
Colombia, se encuentra que el cargo desempeñado por la señora Pilar Cristina Céspedes 
Bahamón al momento de su desvinculación con la entidad, era en el Cargo de Jefe de 
División 204016 LNR en dedicación tiempo completo, adscrito a la División de Servicios 
Administrativos, tal y como se desprende del acto administrativo No. 241 del 29 de febrero 
de 2012. 
 
Esta designación fue realizada con amparo normativo en el artículo 125 de la Constitución 
Política1. 
 
Bajo este contexto, y respecto a lo manifestado por la parte actora en el presente hecho, se 
tiene:  
 

• Condición de prepensionada y madre cabeza de hogar: 
 
Respecto a dichas afirmaciones es pertinente manifestar que la Sala Plena de la Corte 
Constitucional en sentencia SU003/182, al revisar una decisión proferida el 26 de abril de 
2016 por el Juzgado Décimo Civil del Circuito de Bucaramanga (Santander), que revocó la 
decisión del Juzgado Veintidós Civil Municipal de Bucaramanga (Santander), de marzo 17 
de 2016, dentro de la acción de tutela promovida por A.S.A. contra la Dirección de Tránsito 
y Transportes de Bucaramanga, en la que se discutía estabilidad laboral reforzada de un 
“prepensionable”, a quien se le declaró la insubsistencia en el cargo de Secretario General 
de libre nombramiento y remoción, se determinó que los empleados públicos de libre 
nombramiento y remoción no gozaban de estabilidad laboral reforzada, al exigirse de éste 
tipo de empleos, el máximo grado de confianza por parte de sus nominadores y, por 
tanto, de discrecionalidad en cuanto a su nombramiento y remoción. 
 
Esta postura había sido ampliamente decantada por la Corte Constitucional3 donde se 
había reseñado que las personas nombradas en cargos de libre nombramiento y 
remoción, no gozan de estabilidad laboral reforzada, por la naturaleza del cargo que 
desempeñaban.  
 
Con lo hasta aquí expuesto, es claro que a la señora Pilar Cristina Céspedes Bahamón, no 
le asiste razón jurídica alguna para sustentar una presunta ilegalidad en la expedición del 
acto administrativo contentivo de la declaración de insubsistencia del cargo Jefe de División 
204016 LNR adscrito a la División de Servicios Administrativos de la Universidad Nacional 
de Colombia, ya que la desvinculación obedeció a razones de estricta confianza, lo que 
llevo al Gerente Nacional Financiero y Administrativo a solicitar la insubsistencia en 
mención.  
 
Ninguna de las presuntas condiciones de las que aduce era titular la señora Céspedes, esto 
es, prepensionada y madre cabeza de hogar, le facultaban para exigir una protección propia 
de los cargos de carrera administrativa, o para el caso particular, de carrera universitaria, 
dada concepción misma del cargo que ocupaba, esto es, de libre nombramiento y remoción. 
 
Sin embargo, y bajo el hipotético caso de que se llegara a desconocer el precedente 
jurisprudencial unificado previamente referenciado, es de indicar que la hoy demandante, 
nunca probo las condiciones alegadas ante la Universidad Nacional de Colombia, siendo 
de su resorte dicha carga probatoria. La sola afirmación de encontrase en las circunstancias 
antes analizadas, no le dan derecho alguno a la señora Céspedes, no sólo por no haber 
probado su dicho, sino porque la naturaleza del cargo, no le otorga la protección perseguida.     
 
 
 
 

 
1 "Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. Se exceptúan los de elección popular, los de libre 
nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los demás que determine la  
ley. (. . .)" 
2 Sentencia SU003/18. Referencia: T- 5.712.990. Acción de tutela instaurada por A.S.A. contra la Dirección de Tránsito y 
Transportes de B. Magistrado Ponente: CARLOS BERNAL PULIDO. Bogotá D.C., ocho (8) de febrero de dos mil dieciocho 
(2018) 
 
3 Sentencia SU691/17, entre otras providencias 
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• Hallarse en incapacidad médica la demandante al momento de su 
desvinculación:  

 
La señora Pilar Céspedes remitió a la Universidad una incapacidad médica proveniente de 
la IPS Clínica Santo Tomas-Psiquiatría, de fecha 22 de mayo de 2019, por el término de 
15 días, en la que se manifiesta que Pilar Céspedes detenta una enfermedad general sin 
que la misma constituya una certificación o constancia sobre las condiciones físicas o 
mentales que la imposibiliten para el ejercicio de una actividad laboral, para ser 
considerada como un sujeto de especial protección constitucional susceptible de una 
medida de estabilidad laboral reforzada, máxime si se tiene en cuenta, que al día siguiente, 
esto es, 23 de mayo de 2019 – encontrándose “incapacidad” - asiste al evento “primer 
encuentro nacional de jefes de contratación y jefes de gestión de bienes” realizado en la 
Universidad Nacional de Colombia, del cual ella era la organizadora y frente al cual le dio 
la apertura respectiva.  

 
La incapacidad médica se presentó en un momento en donde la señora Pilar Céspedes ya 
se encontraba informada de la decisión del Jefe de declarar su insubsistencia, en caso de 
que ésta no renunciara voluntariamente. Este hecho fue corroborado por la misma 
demandante en oficio remitido el día 20 de mayo de los corrientes a la Rectora de la 
Institución.  
 
En tal sentido, es claro, que la Universidad Nacional de Colombia previó - a la presunta 
vulnerabilidad alegada por la demandante -, había tomado la decisión de desvincularla, tal 
y como se le había informado a la misma. 

 
Adicional a lo anterior, y tomando como base el archivo que reposa en la entidad de la 
tutela presentada por la parte actora, con el fin de mantenerse en el cargo del que se le 
declaro la insubsistencia, es menester resaltar, que la misma adjunta una epicrisis o 
resumen de su historia clínica del 22 de mayo de 2019, en la cual se anota un trastorno 
mixto de ansiedad y depresión, en los siguientes términos: “Paciente quien ingresa sola a 
la consulta, con adecuada presentación personal, hidratada, sin signos de dificultad 
respiratoria, se desplaza por su propios medios (…) Motilidad activa, simétrica, tono y 
fuerza conservados, sin signos de alteración ni”. En éste orden, si bien el documento no se 
remitió de forma completa, en estas frases se puede comprobar que la accionante no 
presentaba signos visibles que demostraran la situación de limitación física o mental, razón 
por la cual no se puede alegar que la Universidad la desvinculó en atención a esta situación.  
 
Es más, de la historia clínica de la señora Pilar Céspedes, no se vislumbra incapacidad 
médica previa a los hechos estudiados que, denotaran trastornos de ansiedad o depresión, 
las últimas incapacidades presentadas y que obran en su hoja de vida laboral, se refieren 
a las siguientes enfermedades:  
 

- 18 de marzo de 2019: Diagnostico A09X – Gastroenteritis 
- 8 de noviembre de 2017: Diagnostico M759 – Lesión de hombro  
- 27 de junio de 2017: Diagnostico J014 – Pansinusitis aguda   

- 17 de marzo de 2017: Diagnostico J209 – Bronquitis aguda no complicada 
 
En consecuencia, la Universidad no tenía forma de conocer los posibles trastornos que 
alega la accionante y, en tal sentido, no se constituyó dentro de la Institución un 
antecedente que determinara la situación de discapacidad que alega la accionante en el 
escrito de tutela.  
 
Para finalizar, es de indicar, que la Honorable Corte Constitucional en Sentencia T- 372 de 
2012, manifiesta que una persona en condición de incapacidad no puede sujeto de 
terminación de relación laboral ni de declaratoria de insubsistencia, siempre y cuando se 
infiera razonable y lógicamente que su condición médica es de tal característica que le 
genera una limitación física o mental que le imposibilita para el ejercicio de la actividad 
laboral, supuesto fáctico y jurídico que no se predica del caso en mención, toda vez que 
como se manifestó anteriormente ni la incapacidad médica, ni la epicrisis, ni mucho menos 
la trascripción o legalización por su EPS hacen saber tal condición de discapacidad; al 
contrario, siempre la ubica en el escenario de una enfermedad general lo cual permite 
deducir que la afectación a su estado de salud no tiene como fuente el ejercicio de su 
actividad laboral ni la imposibilita a futuro para el mismo. 
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A LOS HECHOS 4 A 19: NO SON HECHOS. Son circunstancias en las que presuntamente 
estuvo involucrada la demandante, sin que las mismas hayan sido probadas o soportadas 
por esta. Son conclusiones personales a las que llega la señora Pilar Céspedes, desde su 
percepción.   
 
Pese a lo anterior, y considerando pertinente realizar precisiones en torno a los hechos 
narrados por la demandante, al tener muchos de ellos cierta relación con la decisión tomada 
por la Universidad Nacional de Colombia, se trae a colación lo siguiente:    
 
El Dr. Alvaro Viña Vizcaino, Gerente Nacional Financiero y Administrativo de la Universidad 
Nacional de Colombia, a través del oficio GNFA- 097-19, radicado el día 8 de julio del año 
2019, informa a la Dirección Nacional de Veeduría Disciplinaria de la Universidad Nacional 
de Colombia, lo siguiente:   
 

“(…)  
 
Referencia: Oficio ONCI -468-19 del 25 de junio de 2019, radicado el 8 de julio de 
2019  

 
(…) pongo en su conocimiento el Oficio ONCI -468 del 25 de junio de 2019, radicado 
en esta Gerencia el 8 de julio de 2019, donde se informa sobre la solicitud de 
pronunciamiento que mediante oficio ONCI 276-19 efectúa la Oficina Nacional de 
Control Interno a la entonces Jefe de La División Nacional de Servicios 
Administrativos, Dra. Pilar Céspedes Bahamón, relacionada con posibles 
irregularidades relacionadas con la ODS 446 de 2018 suscrita con la firma LR 
CONSTRUCCIONES SAS el 21 de septiembre de 2018, requiriéndole para que 
expliqué, si desde su jefatura ha tenido conocimiento sobre algún conflicto de 
intereses, alguna inhabilidad o irregularidad durante la etapa contractual, ejecución, 
supervisión, interventoría, gestión para el pago o liquidación de la ODS en mención. 
  
Así mismo pongo en su conocimiento la respuesta que le otorgó la citada Dra 
Céspedes Bahamón a la Oficina de Control Interno mediante oficio DNSA-270 de 
2019 el 24 de abril de 2019, donde, entre otras, informa sobre la reunión llevada a 
cabo el 16 de abril de 2019 en la Oficina Nacional de Control Interno donde se trata 
el tema de la gestión de pago de la ODS 446 de 2018, reunión que según tiene 
conocimiento esta oficina fue promovida por la Dra Céspedes.  
 
También es mi deber poner en su conocimiento el oficio aclaratorio a la forma de 
pago de la ODS 446 de 2018 (SABS-510-19), suscrito por este Gerente a solicitud 
de la Dra Céspedes, con su propio Visto Bueno, quien utilizando su cargo de Jefe 
de la División Nacional de Servicios Administrativos, solicitó al suscrito con carácter 
urgente dicha aclaración bajo el argumento de que el contratista no había recibido 
ningún pago y que la aclaración era de conocimiento de la Sede Bogotá. De 
conformidad con lo anterior debo señalar que la citada Dra. ejerció una presión no 
sólo a esta Gerencia sino a la División Nacional de Gestión de Tesorería donde trato 
de incidir para gestionar y acelerar el pago de la ODS 446 de 2018, de lo cual puede 
dar cuenta. la Dra María Elvira García. (Se anexa copia del oficio en mención).  
 
De otra parte, debo informar que en el marco de la desconfianza generada por 
todo lo mencionado, se solicitó al Jefe de la Sección de adquisición de bienes y 
servicios se me informará sobre el número de contratos que tiene o ha tenido con la 
Universidad con la firma LR CONSTRUCCIONES SAS, teniendo como resultado, 
para mi sorpresa, que el contrato ODC 079 del 12/05/2017 fue supervisado por La 
entonces jefe de la División Nacional de Servicios Administrativos y que entre el 
periodo mayo de 2017 y mayo de 2019 la Universidad ha suscrito con la mencionada 
firma 5 contratos. (Se adjunta listado de contratos).  
 
Pongo en conocimiento lo anterior a efectos de que se sirva investigar las posibles 
irregularidades en que pudo haber incurrido la mencionada Dra. Céspedes 
Bahamón desde su cargo de Jefe de la División Nacional de Servicios 
Administrativos en la gestión e incidencia en el pago de la ODS 446 de 2018 y 
solicito se investigue si la citada Doctora pudo tener un interés particular en la 
contratación de la firma LR CONSTRUCCIONES SAS por parte de La Universidad.  
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(…)”. (Subrayado y negrilla fuera de texto) 
 
Como queda visto, la Gerencia Nacional Financiera y Administrativa de la Universidad 
Nacional de Colombia, había perdido la confianza depositada en la entonces funcionaria – 
hoy demandante - al considerar que podría haber existido de parte de la misma, un interés 
particular en la contratación de la firma LR CONSTRUCCIONES SAS. Aspecto que 
contribuyó en gran medida a la decisión asumida en torno a la declaratoria de 
insubsistencia.  
 
AL HECHO 20. ES CIERTO, tomando como referencia lo transcrito en el hecho 19.  
 
A LOS HECHOS 21 A 37: NO SON HECHOS. Son circunstancias en las que 
presuntamente estuvo involucrada la demandante, sin que las mismas hayan sido probadas 
o soportadas por esta. Son conclusiones personales a las que llega la señora Pilar 
Céspedes, desde su percepción.   
 
Pese a lo anterior, y considerando pertinente realizar precisiones en torno a los hechos 
narrados por la demandante, al tener muchos de ellos cierta relación con la decisión tomada 
por la Universidad Nacional de Colombia, se trae a colación lo siguiente:    
 
La pérdida de confianza del Dr. Alvaro Viña Vizcaino, Gerente Nacional Financiero y 
Administrativo de la Universidad Nacional de Colombia, y superior jerárquico de la hoy 
demandante - se da en razón a que la señora Céspedes posiblemente habría suscrito 
convenios sin tener facultades de representación legal de la entidad para hacerlo.  
 
Lo anterior, por cuanto, de conformidad con lo establecido en el artículo 7 del Acuerdo del 
002 del 2008 del Consejo Superior Universitario de la Universidad Nacional de Colombia, 
que adopta las normas generales que rigen los acuerdos de voluntades de la entidad, y 
normas concordantes4, la señora Rectora de la Universidad tiene la representación legal 
para la suscripción de acuerdos de voluntades que vinculen a la Universidad, directamente 
o a través de sus delegados, dentro de los límites del numeral 15 del artículo 16 del 
Acuerdo CSU 011 de 2005, el cual señala sus funciones, lo que en conjunto constituyen 
los límites a las delegaciones de la facultad de representación legal en la firma de acuerdos 
de voluntades.    
 
En consonancia con lo anterior, a través del Manual de Convenios y Contratos adoptado 
con la Resolución 1551 de 2014, la Rectoría estableció un conjunto de delegaciones y 
competencias para la firma de convenios y contratos. Allí se establecieron las siguientes 
competencias para la suscripción de convenios:  
 

“Artículo 3. Competencias 
 
Serán de competencia exclusiva del Rector: 
 
1. La celebración de todo convenio marco o específico con personas extranjeras 
naturales o jurídicas. 
 
(…)” 
 
Artículo 4. Delegaciones 
 
1. Se delega en el Vicerrector General la competencia para suscribir convenios 
marco o específicos con personas naturales o jurídicas nacionales que 
comprometan al nivel nacional o a más de una sede de la Universidad, que no se 
encuentren delegados en otra instancia”. 

 
De esa forma, la suscripción de convenios marco o específicos con personas extranjeras 
naturales o jurídicas, la competencia es exclusiva de la señora Rectora, mientras que, si 
es con personas naturales o jurídicas nacionales que comprometan al nivel nacional de la 
Universidad Nacional de Colombia, corresponde únicamente al Vicerrector General, o bien 

 
4 Artículo 15 Acuerdo CSU 011 de 2005, Estatuto General de la Universidad Nacional y numeral 1 del artículo 3 de la 
Resolución 1551 de 2014 de Rectoría. 
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a la señora Rectora, en caso de que, reasuma la facultad delegada en precedencia, si así 
lo considera pertinente. 
 
Pese a lo indicado, la señora Pilar Céspedes Bahamón, hoy demandante, suscribió los 
siguientes convenios con aerolíneas actuando en nombre y representación de la 
Universidad: 
 

AEROLÍNEA FECHA CALIDAD DE LA 
PARTE 

Delta Airlines* Abril 2017 Extranjera 

American Airlines  8 de mayo de 2018 Extranjera 

Copa Airlines 29 de junio de 2018 Extranjera 

Aeromexico Agosto 2018 Nacional 

Easyfly – Agencia de viaje 
BCD Travel  

11 de mayo de 2018 Nacional 

Easyfly-Agencia de viaje 
El Corte Ingles 

11 de mayo de 2018 Nacional 

Easyfly – Agencia de viaje 
Aviatur 

11 de mayo de 2018 Nacional 

Easyfly – Agencia de viaje 
Expreso Viajes 

11 de mayo de 2018 Nacional 

 
* Incluyó un Acuerdo de confidencialidad y un acuerdo de incentivos corporativos 

 
La Universidad considera que la firma de los anteriores convenios por parte de la señora 
Pilar Céspedes Bahamón, ha puesto en un riesgo a la Institución no sólo en relación en la 
inadecuada representación de la Universidad y la latente invalidez de los acuerdos, sino 
además porque no se surtió el correspondiente tramité de avales requeridos como requisito 
previo en el Manual de Convenios y Contratos para la suscripción de convenios con 
entidades extranjeras, como lo es el visto bueno de nuestra Dirección de Relaciones 
Exteriores.  
 
La desatención del Manual de Convenios y Contratos por parte de la accionante en estos 
procesos contractuales, da lugar a que una vez el Gerente Nacional Financiero y 
Administrativo conoce de las indebidas suscripciones de los 8 convenios pierde la 
confianza sobre la accionante, en especial, por las responsabilidades y exigencias del 
cargo que ostentaba la misma, siendo ella la Jefe de la División de Servicios 
Administrativos a la que pertenece la Sección de Contratación del Nivel Nacional de la 
Universidad Nacional de Colombia.  
 
Lo mencionado, guarda coherencia con el razonamiento del Consejo de Estado5, que 
determina:   
 

“(...) Por ello resulta como una medida acorde con el buen servicio el retiro de la 
funcionaria que se encuentre en tales circunstancias. Y el anterior razonamiento se 
hace más exigente para los funcionarios que ocupan cargos de alta jerarquía en 
una institución, pues es sabido que la alta dignidad de un empleo implica 
compromisos mayores y riesgos de los cuales no pueden sustraerse dichos 
servidores estatales, debido, precisamente, a que su desempeño se torna de 
conocimiento público y que cualquier actuación puede dar lugar a situaciones 
incómodas para el organismo y para el nominador” (Negrilla fuera del texto) 

 
En este orden, era completamente viable ejercer la facultad discrecional en cabeza del 
nominador, pues esta fue razonable y proporcional a los hechos que rodearon el caso, en 
especial, la búsqueda en la mejorara de la prestación del servicio, que aminorara y/o evitara 
riesgos como los presentados por el actuar de la accionante, para lo cual, se hacía 
necesario contar con un profesional que fuera de la entera confianza del Gerente Nacional 
Financiero y Administrativo, que permitiera garantizar que los procesos y actuaciones de 
dicha dependencia, se ejecutaran con más facilidad, rapidez y certeza en la aplicación de 

 
5 Sentencia del 6 de mayo de 2010 Radicación número: 25000-23-25-000-2003-00411-02(0867-08). Consejera Ponente: 
Bertha Lucia Ramírez De Páez y Sentencia de 7 de julio de 2005, Radicación 2263-04, Consejera Ponente Ana Margarita 
Olaya Forero. 
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las normas que regulan la contratación de la Universidad, con la afinidad funcional e 
ideológica de la administración.  
 
Así lo reconoce el Consejo de Estado en Sentencia 8807 de 1997 C.P. Clara Forero de 
Castro, donde anota: 
 

“La Sala encuentra que convergen en un todo y evidencian que, efectivamente, 
como lo dice el a quo, para el nominador dicho proceder de la accionante ocasionó 
la pérdida de la confianza en ella.  Y esta circunstancia, como se destaca en la 
sentencia, según lo ha reiterado esta Corporación, constituye razón de buen 
servicio para declarar la insubsistencia del nombramiento de un empleado público, 
pues para lograr la buena prestación del mismo, se requiere que quien tiene a 
su cargo la dirección del equipo de gobierno, tenga en cada uno de sus 
colaboradores absoluta confianza y credibilidad en su comportamiento, pues 
sólo así se puede lograr la armonía necesaria para cumplir los objetivos y 
cometidos de la administración, cuestión que debe ser prevalente para quienes 
son responsables de conducir o dirigir los organismos e instituciones oficiales”. 
(Negrilla fuera del texto) 

 
Los hechos narrados precedentemente fueron puestos en conocimiento de la Oficina 
Nacional de Control Interno y de la Dirección Nacional de Veeduría Disciplinaria de la 
Universidad Nacional de Colombia, con el fin de establecer la posible ocurrencia de una 
falta disciplinaria por parte de la señora Pilar Céspedes Bahamón. 
 
A LOS HECHOS 38 A 41: SON CIERTOS PARCIALMENTE.  
 
SON CIERTOS los siguientes hechos:  
 

• El día 23 de mayo de 2019, el Gerente Nacional Financiero y Administrativo solicitó 
a la Rectoría la posibilidad de remover y proveer con otro servidor público de iguales 
o superiores condiciones que la persona que lo ocupa actualmente el cargo de Jefe 
de la División Nacional de Servicios Administrativos grado 20407 LNR, la solicitud 
antes señalada la fundamentó de que el aludido servidor fuera de la confianza de 
esa Gerencia y además que, el mismo ostentara afinidad ideológica con el equipo 
de trabajo que venía implementando las políticas que dicha administración se ha 
propuesto.  
 

• El día 24 de mayo de 2019, la accionante Pilar Céspedes presentó una petición al 
despacho de la Rectoría de la entidad, solicitando la protección a sus derechos 
fundamentales al derecho de defensa, debido proceso y buen nombre.  
 
En la aludida comunicación la peticionaria refiere como antecedente una solicitud 
verbal de renuncia efectuada el 10 de mayo de 2019, por su superior jerárquico 
funcional, Gerente Nacional Financiero y Administrativo.  
 
En igual sentido manifiesta que, las razones que presuntamente motivarían su retiro 
del servicio obedecen a falsos juicios en su contra y por lo tanto violentan sus 
garantías fundamentales, así mismo pone de presente su condición de ser 
presuntamente beneficiaria del retén social bajo tres supuestos: 1) detentar la 
condición de madre cabeza de familia 2) acreditar la semanas de cotización 
previstas en la ley y 3) tener cincuenta y cuatro años de edad cumplidos, es decir, 
faltarle tres (3) años para acceder a la pensión, finalmente esgrime su desempeño 
satisfactorio en el cargo, el carecer de antecedentes disciplinarios en su contra y el 
verse afectada por una crisis emocional de estrés con ocasión de estos 
antecedentes. 
 

• Con fundamento en la comunicación antes señalada la señora Rectora de la 
Universidad, actuando como nominadora, legal y reglamentaria de la funcionaria, 
respondió de fondo a su solicitud con fecha 27 de mayo de 2019, dejando claro entre 
otros aspectos no sólo la naturaleza jurídica del cargo, sino la facultad discrecional 
que le asiste para disponer jurídicamente de un cargo de Libre nombramiento y 
remoción, pero que, no obstante y actuando con decoro y respeto a su desempeño 
laboral se había solicitado su renuncia sin que ello implicara prejuzgamiento a su 
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conducta ni violación al debido proceso, ni mucho menos descalificación profesional 
o laboral.  
 
De otra parte, y en procura de actuar dentro del marco de la legalidad le manifestó 
que previo a cualquier determinación frente a su cargo examinaría las condiciones 
particulares en procura de mejorar el servicio buscando que los miembros del equipo 
directivo y asesor de esta administración, como lo ha manifestado la Honorable 
Jurisprudencia del Consejo de Estado, tuvieran afinidad funcional y de confianza 
con la actual administración. 
 

• El día 28 de mayo de mayo de 2019 la Secretaría General de la Universidad notificó 
a la funcionaria la declaratoria de insubsistencia de su cargo; documento que se 
anexa a la presente comunicación. 

 
Lo que NO ES CIERTO son las aseveraciones de carácter personal realizadas por la parte 
actora, las cuales corresponden a una interpretación subjetiva de lo sucedido.    
 
A LOS HECHOS 42 Y 43: SON CIERTOS, según se observa de los anexos allegados.   
 
A LOS HECHOS 44 A 46: NO ME CONSTAN, me atengo a lo que resulte probado durante 
el proceso.  
 
AL HECHO 47: ES CIERTO.  
 
AL HECHO 48 A 50: NO ME CONSTAN, me atengo a lo que resulte probado durante el 
proceso. 
 
 

III. FUNDAMENTOS FACTICOS Y JURÍDICOS DE DEFENSA 
 
 
1. EMPLEO PÚBLICO – CLASIFICACIÓN -: 

 
Doctrinariamente se ha definido el empleo público como el conjunto de funciones, tareas y 
responsabilidades que se asignan a una persona y las competencias requeridas para 
llevarlas a cabo, con el propósito de satisfacer el cumplimiento de los planes de desarrollo 
y los fines del Estado. El Empleo Público es el núcleo básico de la estructura de la Función 
Pública.  
 
La procuraduría General de la Nación, frente a la clasificación de los empleos públicos ha 
dicho: “en principio, (…) lo hace la Constitución Política de Colombia a la altura del artículo 
125 que reza lo siguiente: 

 
“ARTICULO 125. Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de 
carrera. Se exceptúan los de elección popular, los de libre nombramiento y 
remoción, los de trabajadores oficiales y los demás que determine la ley. (…)” 

 
Entonces, es claro que existe una clasificación del empleo público en Colombia de la cual 
se desprenden las siguientes clases: (i) los de carrera administrativa-Regla General-(ii) los 
de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, (iii) los trabajadores oficiales y, 
(iv) los demás que determine la ley6.  
 
En lo atinente específicamente a los empleos de libre nombramiento y remoción, la norma 
vigente, esto es, Ley 270 de 1996, “estatutaria de administración de justicia”; Ley 443 de 
1998, “por la cual se expiden normas sobre carrera administrativa y se dictan otras 
disposiciones”; y Ley 909 de 2004, “por la cual se expiden normas que regulan el empleo 
público, la carrera administrativa, gerencia pública y se dictan otras disposiciones”, 
determinan dos consideraciones particulares sobre los cargos de libre nombramiento y 
remoción: “de una parte, debe tratarse del cumplimiento de funciones directivas, de manejo, 
de conducción u orientación institucional y, de otra parte, ha de referirse a aquellos cargos 

 
6 Procuraduría Tercera Delegada ante el Consejo de Estado – Concepto Nº191/2013 Ministerio Público Acción de Nulidad y 
Restablecimiento del Derecho N°0082-2013 
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en los cuales es necesaria la confianza de los servidores que tienen a su cargo esa 
clase de responsabilidades.7” (Subrayado fuera de texto). 
 
En este sentido, y frente al particular, el Honorable Consejo de Estado8 ha sido reiterativo 
en señalar, que “la existencia de cargos de libre nombramiento y remoción en la 
administración pública se ha justificado en la necesidad de admitir el ejercicio de la 
discrecionalidad en la facultad nominadora como una atribución que reside en ciertos 
funcionarios para conformar su equipo de trabajo con personal de la más alta confianza, 
con miras al mejoramiento del servicio. Tal potestad, se traduce en la libre escogencia 
de sus inmediatos colaboradores, máxime si se trata de seleccionar a aquellos que 
demandan una mayor confidencialidad y cercanía con las políticas a implementarse 
por parte del administrador de turno. (…) la regla general en el ejercicio de la función 
administrativa la constituye el ingreso mediante el sistema de la carrera según el artículo 
125 de la Constitución Política. No obstante, lo anterior, hay eventos en los que la 
administración requiere cierta libertad para seleccionar y retirar a sus empleados en 
atención a la trascendencia de las funciones que desempeñan y el grado de confianza que 
se exige para ello. En estos casos, ha sido prevista una excepción al sistema de la carrera 
administrativa para quienes, sin haber superado las distintas etapas de un proceso de 
selección por méritos, ingresan al servicio público a desempeñar empleos con funciones de 
conducción u orientación institucional, de las cuales como quedó visto, se requiere el más 
alto grado de confianza.  
 
Por ende, resulta razonable que quienes desempeñan este tipo de empleos no tengan que 
superar todas y cada una de las etapas que integran un proceso de selección por méritos 
toda vez que, se repite, el factor determinante en la provisión de estos cargos es la 
confianza que se predica directamente del ejercicio de las funciones de dirección u 
orientación institucional. Sobre este particular, vale la pena señalar que es precisamente el 
grado de confianza que se exige para el desempeño de ese tipo de cargos lo que le permite 
al nominador disponer libremente su provisión y retiro, incluso sin que sea necesario 
expresar los motivos que lo llevan a adoptar una u otra decisión (…)”. 
 
Como queda visto, es claro, que la provisión de un cargo de libre nombramiento y remoción 
depende necesariamente del grado de confianza que se exige para el desempeño de ese 
tipo de cargo, lo que conlleva a que el nominador pueda disponer libremente de la 
escogencia de sus inmediatos colaboradores, máxime si se trata de seleccionar a aquellos 
que demandan una mayor confidencialidad y cercanía con las políticas a implementarse por 
parte del administrador de turno. 
 
 
2. CAUSALES DE NULIDAD INVOCADAS POR LA DEMANDANTE, COMO 
VIOLATORIAS DEL ORDENAMIENTO JURIDICO:  
 
Los cargos de nulidad formulados por la Señora Pilar Cristina Céspedes Bahamón como 
sustento de su demanda son la falsa motivación, la desviación de poder y motivos ocultos. 
Ello, lo sustenta básicamente en 2 ítems, a saber:  
 

• Situación de vulnerabilidad, al “… tener 1150 semanas cotizadas al sistema de 
seguridad social y a escasos 26 días de cumplir la edad para encontrarse en el 
llamado "reten social"; ser madre cabeza de familia, y hallarse en incapacidad 
médica, la señora Céspedes se encontraba en estado de total y evidente 
vulnerabilidad”.   
 

• Acoso Laboral. Señala la demandante, que “… el profesor Álvaro Viña, quien 
ostenta el cargo de Gerente Nacional Financiero y Administrativo, funcionario que 
desde el mes de febrero de 2019, empezó a dar un trato descortés a la señora 
Céspedes, apartándola de sus funciones, por diferencias suscitadas por el no pago 

 
7 Sentencia C-1177 de 2001. En el mismo sentido, ver las sentencias SU-448 de 2011, T-289 de 2011, C-1177 de 2010, SU-
917 de 2010, C-279 de 2007, C-506 de 1999, C-195 de 1994 y C-391 de 1993. 
8 Ver sentencias: CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCION SEGUNDA. 
SUBSECCION B. Consejera ponente: SANDRA LISSET IBARRA VELEZ. Bogotá, D.C., veintidós (22) de marzo de dos mil 
dieciocho (2018). Radicación número: 76001-23-33-000-2014-01351-01(0606-17). Y CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN SEGUNDA SUBSECCIÓN A Consejero ponente: WILLIAM HERNÁNDEZ 
GÓMEZ Bogotá, D. C., quince (15) de febrero de dos mil dieciocho (2018). Radicación número: 76001-23-31-000-2010-01828-
01(1615-16) 
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de una orden contractual - a pesar de que el contratista había cumplido a cabalidad 
con lo estipulado en el contrato-, situación que ocasiono la pérdida de confianza del 
jefe hacia su subalterna”.  
 

Para efectos de dilucidar cada una de las presuntas infracciones invocadas por la 
demandante, se procederá en el orden antes señalado, no sin antes realizar una 
introducción de i) de la naturaleza jurídica de la Universidad Nacional, ii) del tipo de 
vinculación que ostentaba la señora Pilar Cristina Céspedes Bahamón al momento de la 
declaratoria de insubsistencia, y iii) de lo que se concibe como desviación de poder.   
 
 
2.1. De la Universidad Nacional de Colombia: 
 

• De la autonomía universitaria: 
 
Conforme a la jurisprudencia del intérprete autorizado de la Constitución, que es la Corte 
Constitucional, se han fijado unos aspectos básicos de la autonomía reconocida a los entes 
de educación superior, que es preciso examinar para dilucidar el alcance de este tema. 
 

• Finalidad de la autonomía universitaria 
 
El artículo 69 de la Constitución política establece el derecho a la autonomía universitaria, 
entendido como la facultad de las universidades para autorregularse administrativa y 
académicamente. Frente a este derecho, la Corte Constitucional en sentencia T-703 de 
2008 señaló:  
 

"Esta Corporación ha concebido la autonomía universitaria, como un principio de 
autodeterminación derivado de la Constitución, Que propende por la garantía para 
los centros educativos de desarrollar su misión, filosofía y objetivos, en un entorno 
adaptado a su ideología y los fines académicos que se plantea.  
 
En cuanto a su contenido, ha señalado que en virtud del mismo se garantiza, en 
términos generales, una autorregulación académica y una autorregulación 
administrativa y, concretamente, la posibilidad para los centros educativos de: "(i) 
darse y modificar sus estatutos; (ii) establecer los mecanismos que faciliten la 
elección, designación y períodos de sus directivos y administradores; (iii) desarrollar 
sus planes de estudio y sus programas académicos, formativos, docentes, 
científicos y culturales; (iii) seleccionar a sus profesores y admitir a sus alumnos; (iv) 
asumir la elaboración y aprobación de sus presupuestos y (v) administrar sus 
propios bienes y recursos". 

 

• Campos de acción de la autonomía universitaria 
 
En consonancia con el objetivo principal de este principio, la Corte ha fijado su alcance y 
contenido a través de dos grandes campos de acción que facilitan su realización. Estos son: 
 

1. Autorregulación filosófica: Permite la libertad de pensamiento y pluralismo 
ideológico previamente adoptado por la institución para transmitir el conocimiento9. 

2. Autodeterminación administrativa: Se orienta a la regulación de lo relacionado con 
la organización interna de los centros educativos10. 

 
- Alcance de la autonomía universitaria 

 
Así mismo, conforme al supuesto de autorregulación filosófica, el derecho de acción de las 
universidades se concreta en: 
 

 
9 CORTE CONSTITUCIONAL. SALA NOVENA DE REVISIÓN. Sentencia T-180A del 16 de marzo de 2010. Magistrado 
ponente: Doctor Luis Ernesto Vargas Silva. SALA PLENA. Sentencia C-829 del 20 de octubre de 2010. Magistrado ponente: 
Doctor Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. SALA PLENA. Sentencia C-1435 del 25 de octubre de 2000. Magistrado ponente 
(e): Doctora Cristina Pardo Schlesinger. SALA SÉPTIMA DE REVISIÓN. Sentencia T-310 de 6 de mayo de 1999. Magistrado 
ponente: Doctor Alejandro Martínez Caballero. SALA NOVENA DE REVISIÓN. Sentencia T-701 del 5 de julio de 2005. 
Magistrada ponente: Doctor Clara Inés Vargas Hernández. En el mismo sentido: CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO 
CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN SEGUNDA. Sentencia 2624-05 del 16 de marzo de 2006. Consejero ponente: 
Alejandro Ordoñez Maldonado. 
10 Ibídem 
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1. Desarrollar sus planes de estudio y programas académicos, formativos, docentes, 
científicos, investigativos y culturales11 

 
Por su parte, para la autodeterminación administrativa, está previsto que pueden: 
 

2. Darse y modificar sus estatutos12 
3. Establecer mecanismos que faciliten la elección, designación y períodos de sus 

directivos y administradores13 
4. Seleccionar a sus profesores y admitir a sus alumnos14 
5. Asumir la elaboración y aprobación de su presupuesto15 
6. Administrar sus propios bienes y recursos16 

 
En este orden de ideas el Decreto 1210 de 1993 señala en cuanto al personal administrativo 
vinculado a la Universidad: 

 
"ARTICULO 25. PERSONAL ADMINISTRATIVO. El personal administrativo 
vinculado a la Universidad Nacional será: de libre nombramiento y remoción, de 
carrera administrativa o trabajadores oficiales." 

 
Así mismo establece que el Estatuto del Personal Administrativo que adopte el Consejo 
Superior Universitario debe contener entre otros aspectos: el régimen de derechos, 
obligaciones, inhabilidades e incompatibilidades según su clase de vinculación y el régimen 
disciplinario, de conformidad con las normas vigentes, y estará basado en criterios de 
selección e ingreso, y promoción por concurso y evaluación sistemática y periódica. 
 
En concordancia con lo anterior, el Acuerdo 011 de 2005 del Consejo Superior Universitario 
señala en cuanto al régimen de autonomía que la Universidad tiene la capacidad para 
regular con independencia y con sujeción a la Constitución Política y a la Ley todas las 
materias de naturaleza académica, financiera y administrativa indispensables para el 
cumplimiento de su objeto, entre las cuales encontramos la organización académica y 
administrativa de los Niveles Nacional, de Sede, de Facultad y de otras modalidades 
organizativas, aplicando los principios de no duplicidad funcional y de eficiencia, 
estableciendo una estructura básica y la regulación del régimen del personal administrativo 
y en particular de la carrera administrativa especial del personal administrativo, siendo 
competencia del Consejo Superior Universitario la aprobación y modificación del Estatuto 
de Personal Administrativo17. 
 
De conformidad con lo anterior, el Acuerdo 067 de 1996 del Consejo Superior Universitario 
establece en cuanto al personal administrativo de planta de la Universidad Nacional de 
Colombia, que se clasifican en: 
 
1. De carrera Administrativa 
2. De libre nombramiento y remoción y 
3. Trabajadores Oficiales 
 
En cuanto a los empleos de libre nombramiento y remoción el Estatuto del Personal 
Administrativo de la Universidad, señala que son los de dirección, conducción, orientación, 

 
11 CORTE CONSTITUCIONAL.SALA PLENA. Sentencia C-829 del 20 de octubre de 2010. Magistrado ponente: Doctor Gabriel 
Eduardo Mendoza Martelo. SALA PLENA. SALA PLENA. Sentencia C-162 del 21 de febrero de 2008. Magistrado ponente: 
Doctor Humberto Antonio Sierra Porto. SALA PLENA. Sentencia C-1435 del 25 de octubre de 2000. Magistrado ponente (e): 
Doctora Cristina Pardo Schlesinger. SALA SÉPTIMA DE REVISIÓN. Sentencia T-310 de 6 de mayo de 1999. Magistrado 
ponente: Doctor Alejandro Martínez Caballero. En el mismo sentido: CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. SECCIÓN SEGUNDA. Sentencia 2624-05 del 16 de marzo de 2006. Consejero ponente: Alejandro 
Ordoñez Maldonado. 
12 CORTE CONSTITUCIONAL. SALA PLENA. Sentencia C-829 del 20 de octubre de 2010. Magistrado ponente: Doctor 
Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. SALA PLENA. Sentencia C-162 del 21 de febrero de 2008. Magistrado ponente: Doctor 
Humberto Antonio Sierra Porto. SALA PLENA. Sentencia C-1435 del 25 de octubre de 2000. Magistrado ponente (e): Doctora 
Cristina Pardo Schlesinger. SALA TERCERA DE REVISIÓN. Sentencia T-492 de12 de agosto de 1992, Magistrado ponente: 
José Gregorio Hernández Galindo. En el mismo sentido: CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO. SECCIÓN SEGUNDA. Sentencia 2624-05 del 16 de marzo de 2006. Consejero ponente: Alejandro 
Ordoñez Maldonado. 
13 CORTE CONSTITUCIONAL. Sala Plena. Sentencia C-1435 del 25 de octubre de 2000. Magistrado ponente (e): Doctora 
Cristina Pardo Schlesinger. 
14 Ibídem 
15 Ibídem 
16 Ibídem 
17 OFICINA JURÍDICA NACIONAL. Concepto 57. MEMORANDO No. 1051 de fecha 23 de septiembre de 2009.  
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asesoría institucional, cuyo ejercicio implique la adopción de decisiones, políticas o 
directrices fundamentales, entre los cuales encontramos los de: 
 
- Nivel directivo 
- Nivel asesor 
- Todos los jefes de división del nivel nacional y de la Sede de Bogotá 
 
 
2.2. El tipo de vinculación que ostentaba la señora Pilar Cristina Céspedes Bahamón 
al momento de la declaratoria de insubsistencia: 
 
Al momento de la declaratoria de insubsistencia de la hoy demandante, señora Pilar Cristina 
Céspedes Bahamón, ésta se desempeñaba en el Cargo de Jefe de División 204016 LNR 
en dedicación tiempo completo, adscrito a la División de Servicios Administrativos, tal y 
como se desprende del acto administrativo No. 241 del 29 de febrero de 2012.  
 
La declaratoria de insubsistencia en el cargo Jefe de División 204016 LNR adscrito a la 
División de Servicios Administrativos de la señora Pilar Cristina Céspedes Bahamón, se 
concretó en la Resolución de Rectoría No. 408 del 24 de mayo de 2019, siendo ésta 
notificada el día 28 de mayo de 2019, quedando por ende ejecutoriada el día 29 de mayo 
de 2019.  
 
La declaratoria de insubsistencia del nombramiento en el cargo Jefe de División 204016 
LNR adscrito a la División de Servicios Administrativos de la señora Pilar Cristina Céspedes 
Bahamón, se sustentó en la solicitud presentada mediante oficio No. GNFA-079-19 de 
fecha 23 de mayo de 2019, por parte del Gerente Nacional Financiero y Administrativo de 
la Universidad, quien argumentó entre otras cosas, lo siguiente:  

 
“Con el fin de garantizar la mejora en la prestación del servicio por parte de la 
Gerencia Administrativa y Financiera, específicamente en la División Nacional de 
Servidos Administrativos, de manera atenta me permito solicitar estudiar la 
posibilidad de remover y proveer con otro servidor público de iguales o superiores 
condiciones que la persona que lo ocupa actualmente, el cargo de Jefe de la División 
Nacional de Servicios Administrativos grado 20407 LNR.  
 
La Solicitud antes señalada tiene como propósito que el servidor que asuma dicha 
responsabilidad no sólo sea de la confianza de esta Gerencia, sino tenga la afinidad 
funcional e ideológica con el equipo de trabajo que viene implementando las 
políticas que esta administración se ha propuesto.”. 
 

De los antecedentes fácticos previamente reseñados, se encuentra que el cargo 
desempeñado por la señora Pilar Cristina Céspedes Bahamón, era de libre nombramiento 
y remoción, designación con amparo normativo en el artículo 125 de la Constitución 
Política18.  
 
Frente al particular, y con el ánimo de esquematizar aún más la legalidad que embargó la 
declaratoria de insubsistencia de la hoy demandante, se trae a colación apartes 
jurisprudenciales del Honorable Consejo de Estado, que en sendas sentencias ha sido 
reiterativo en señalar:  
 

“(…) el artículo 125 de la Constitución Política. Este precepto, establece como regla 
general que los servidores del Estado sean incorporados mediante el sistema de 
méritos y además que permanezcan en el cargo, mientras no hayan incurrido en las 
causales específicas de retiro previstas por el legislador. No obstante, la 
Constitución también prevé que los directores y responsables de las 
instituciones, pueden rodearse de personas de su entorno más próximo, es 
decir de toda su confianza, quienes encarnan y materializan las políticas 
administrativas y las estrategias del director para el desarrollo de la misión 
institucional, por lo que el manejo de este grupo especial de personas de 
confianza debe ser flexible. Por lo que acaba de decirse, la Constitución y la 

 
18 "Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera. Se exceptúan los de elección popular, los de libre 
nombramiento y remoción, los de trabajadores oficiales y los demás que determine la  
ley. (. . .)" 
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ley han previsto que algunos cargos deban ser de libre nombramiento y 
remoción, lo cual implica que su permanencia responda a la discrecionalidad 
del presidente, director, responsable o gerente de la entidad, con amparo en 
el citado artículo 125 de la Carta.  

 
La Corte Constitucional se ha pronunciado sobre la posibilidad de que haya empleos 
de libre nombramiento y remoción, cuyos titulares, por carecer del privilegio de 
estabilidad, y por no ser de carrera, pueden ser retirados del servicio mediante actos 
discrecionales no motivados. Así en la sentencia C-734 de 2000, M.P. Vladimiro 
Naranjo Mesa, esa Corporación dejó sentado:  

 
"En relación con la garantía de estabilidad laboral que también cobija a 
quienes ocupan cargos de libre nombramiento y remoción, la Corte, con 
fundamento en la Constitución, ha decantado jurisprudencia que indica que 
la posibilidad de desvincular libremente en cualquier momento a esta clase 
de servidores, no contraría la Carta, pues su estabilidad es precaria en 
atención a la naturaleza de las labores que cumplen, ya que requieren 
siempre de la plena confianza del nominador 

 
De otro lado, el artículo 107 del Decreto No. 1950 de 1973, otorga al nominador la 
potestad discrecional de poner fin a la relación laboral; dispone la norma que: 

 
“En cualquier momento podrá declararse insubsistente un nombramiento 
ordinario o provisional, sin motivar la providencia, de acuerdo con la facultad 
discrecional que tiene el gobierno de nombrar y remover libremente sus 
empleados.” 

 
Entonces esa facultad discrecional permite que los empleados de libre 
nombramiento y remoción puedan ser retirados de sus funciones, con el fin de 
garantizar el buen servicio público, es decir, ese vínculo no genera ningún tipo de 
estabilidad, a excepción de la existencia de una limitación de orden legal, la cual 
debe ser alegada y demostrada, cuando el asunto transita al examen de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa”. (Subrayado y negrilla fuera de texto) 

 
De lo hasta aquí expuesto, es claro, que la señora Pilar Cristina Céspedes Bahamón i) se 
desempeñaba en un cargo de libre nombramiento y remoción, ii) que no pertenecía a la 
carrera administrativa universitaria y iii) que por lo mismo, carecía de estabilidad.  
 
La declaratoria de insubsistencia de la hoy demandante, como se reseñó en párrafos 
anteriores, obedeció a razones de estricta confianza, por lo que resultaba razonable que en 
aras del interés institucional, el Gerente Nacional Financiero y Administrativo de la 
Universidad Nacional de Colombia, en ejercicio de su potestad discrecional pudiera retirar 
del servicio a funcionarios de libre nombramiento y remoción, con el fin último del buen 
servicio y el desarrollo de la labor a él encomendada, dada la importancia que reviste para 
la institución dicha dependencia. Para ello, el Gerente Nacional Financiero y Administrativo 
necesita rodearse de su entorno más próximo, es decir, de funcionarios que tengan afinidad 
funcional e ideológica con el equipo de trabajo que viene implementando las políticas que 
esa administración se ha propuesto.  
 
 
2.3. De los cargos de nulidad invocados por la parte actora: 
 

• Desviación del poder:  
 
El Honorable Consejo de Estado frente a la desviación de poder, ha dicho: “es el vicio que 
afecta la finalidad del acto administrativo, bajo el entendido que el objeto perseguido por el 
mismo, configura un requisito que hace a su legalidad y que debe hallarse en el marco de 
la función administrativa y el ordenamiento jurídico; de manera pues, que este vicio se 
reconoce, cuando se está ante la presencia de una intención particular, personal o 
arbitraria de un sujeto que actúa a nombre de la Administración, en la búsqueda de 
un fin opuesto a las normas que debe someterse. 
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En este sentido, se advierte que la supuesta desviación de poder, impone un análisis que 
trasciende la órbita de lo objetivo y formal del acto censurado, para trasladarse a la esfera 
estrictamente subjetiva de las personas que llevan la representación de la Administración, 
lo que a su turno implica la demostración del iter desviatorio para quien la alega como causal 
de anulación, en el sentido de que debe aparecer acreditado fehacientemente que la 
autoridad nominadora actuó con fines personales, a favor de terceros o influenciado 
por una causa adversa al cumplimiento efectivo de los deberes públicos, que el 
ordenamiento legal le obliga observar”19. (Subrayado fuera de texto). 
 
 

• Falsa motivación: 
 
La falsa motivación, como bien lo ha reiterado el Honorable Consejo de Estado en sendos 
pronunciamientos Jurisprudenciales, ésta se relaciona directamente con el principio de 
legalidad de los actos y con el control de los hechos determinantes de la decisión 
administrativa. 
 
En efecto, como lo ha señalado la Sala, para que prospere la pretensión de nulidad de un 
acto administrativo con fundamento en la causal denominada falsa motivación es necesario 
que se demuestre una de dos circunstancias: a) O bien que los hechos que la 
Administración tuvo en cuenta como motivos determinantes de la decisión no estuvieron 
debidamente probados dentro de la actuación administrativa; o b) Que la Administración 
omitió tener en cuenta hechos que sí estaban demostrados y que si hubiesen sido 
considerados habrían conducido a una decisión sustancialmente diferente. Ahora bien, los 
hechos que fundamentan la decisión administrativa deben ser reales y la realidad, por 
supuesto, siempre será una sola. Por ende, cuando los hechos que tuvo en cuenta la 
Administración para adoptar la decisión no existieron o fueron apreciados en una dimensión 
equivocada, se incurre en falsa motivación porque la realidad no concuerda con el escenario 
fáctico que la Administración supuso que existía al tomar la decisión.”20.  
 
Como queda visto, bajo el contexto jurisprudencial enmarcado en cada cargo de nulidad, 
es deber de la demandante probar los fundamentos fácticos de sus pretensiones y la 
presunta violación de sus derechos, pues la sola afirmación de nulidad no le otorga tal 
categoría.   
 
Hecha la anterior contextualización, se procede con los 2 ítems, que soportan el cargo de 
nulidad de desvió de poder invocado por la señora Pilar Cristina Céspedes Bahamón, así:   
 
 
2.3.1. Situación de vulnerabilidad, al “… tener 1150 semanas cotizadas al sistema de 

seguridad social y a escasos 26 días de cumplir la edad para encontrarse en 
el llamado "reten social"; ser madre cabeza de familia, y hallarse en 
incapacidad médica, la señora Céspedes se encontraba en estado de total y 
evidente vulnerabilidad”.   
 

La parte actora en su demanda arguye que, al momento de su desvinculación con la 
Universidad Nacional de Colombia, se encontraba en una situación de vulnerabilidad, al 
“…tener 1150 semanas cotizadas al sistema de seguridad social y a escasos 26 días de 
cumplir la edad para encontrarse en el llamado "reten social"; ser madre cabeza de familia, 
y hallarse en incapacidad médica, la señora Céspedes se encontraba en estado de total y 
evidente vulnerabilidad”.   
 
Los aspectos enunciados por la señora Cespedes en su demanda, será abordado de la 
siguiente manera: 
 
 
 
 
 

 
19 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN SEGUNDA. CONSEJERO 
PONENTE: GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN. Bogotá D.C., diez (10) de febrero de dos mil once (2011).  
Expediente No. 41001 23 31 000 2003 00480 01 (0601-2009).  
20  Sentencia de 23 de junio de 2011 Expediente-16090. C.P. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas 
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2.3.1.1. Condición de prepensionada y madre cabeza de hogar, aducidos por la 
demandante: 
 

Frente a dichas afirmaciones es pertinente manifestar que la Sala Plena de la Corte 
Constitucional en sentencia SU003/1821, al revisar una decisión proferida el 26 de abril de 
2016 por el Juzgado Décimo Civil del Circuito de Bucaramanga (Santander), que revocó la 
decisión del Juzgado Veintidós Civil Municipal de Bucaramanga (Santander), de marzo 17 
de 2016, dentro de la acción de tutela promovida por A.S.A. contra la Dirección de Tránsito 
y Transportes de Bucaramanga, en la que se discutía estabilidad laboral reforzada de un 
“prepensionable”, a quien se le declaró la insubsistencia en el cargo de Secretario General 
de libre nombramiento y remoción, resolvió: 
 

“(…)  
 
5.1. Esta Corte, en múltiples oportunidades, se ha pronunciado acerca del distinto 
origen constitucional de los empleos de carrera administrativa y de libre 
nombramiento y remoción. Entre otras, en las sentencias C-023 de 1994, C-195 de 
1994, C-514 de 1994 y C-306 de 1995 señaló que correspondía al legislador 
determinar cuáles cargos debían exceptuarse del régimen general de carrera 
administrativa y considerarse de libre nombramiento y remoción. Con relación a los 
fundamentos constitucionales de este tratamiento excepcional para el segundo tipo 
de empleados públicos, la Corte Constitucional, en la Sentencia C-514 de 1994, 
precisó que estos debían obedecer a dos tipos de criterios: (i) bien, a la naturaleza 
de las funciones, (ii) ora, al grado de confianza para el ejercicio de las funciones. 
Con relación al primero, “un cargo de libre nombramiento y remoción debe referirse 
a funciones directivas, de manejo, de conducción u orientación institucional”. Con 
relación al segundo, indicó que, “los cargos de libre nombramiento y remoción 
deben implicar un alto grado de confianza, es decir, de aquella que por la 
naturaleza misma de las funciones a realizar demanda un mayor grado de 
reserva por parte de la persona que las cumple”. (…). 
 
(…) 
 
5.3. Estas razones, asociadas, bien al ejercicio de funciones de dirección, 
conducción u orientación institucional, ora de un alto grado de confianza, justifican 
no solo la excepción a la regla constitucional de ingreso por concurso a la carrera 
administrativa, sino que también habilita un tratamiento distinto en la aplicación de 
los distintos fueros de estabilidad laboral, entre ellos el de “prepensión”, en los 
términos de la primera regla de unificación de esta sentencia. En consecuencia, tal 
como allí se indicó, por regla general, los empleados públicos de libre 
nombramiento y remoción, que relaciona el numeral 2 del artículo 5 de la Ley 909 
de 2004, no gozan de estabilidad laboral reforzada como consecuencia, bien, 
de las funciones a su cargo o de la suma confianza que exige su labor. 
 
(…) 
 
5.6. Este tipo de empleos, tal como se indicó supra, exigen el máximo grado de 
confianza por parte de sus nominadores y, por tanto, de discrecionalidad en 
cuanto a su nombramiento y remoción. Por tanto, extender la protección 
individual de la garantía de estabilidad laboral reforzada a estos servidores 
supondría desconocer, de modo absoluto, la finalidad o naturaleza de estos 
empleos, la cual se ha considerado ajustada a la Constitución, entre otras, en las 
sentencias C-195 de 1994 y C-514 de 1994. En la primera, se señala como razón 
suficiente para su existencia el que en su ejercicio se exija una confianza plena y 
total, y que se atribuye su poder de nominación y remoción a servidores que ejercen 
una función eminentemente política. En la segunda se indica que dicha confianza 
se refiere a la “inherente al manejo de asuntos pertenecientes al exclusivo ámbito 
de la reserva y el cuidado que requieren cierto tipo de funciones, en especial, 
aquellas en cuya virtud se toman las decisiones de mayor trascendencia para el ente 
de que se trata”. Son, pues, estos dos criterios, de manera fundamental, los que ha 

 
21 Sentencia SU003/18. Referencia: T- 5.712.990. Acción de tutela instaurada por A.S.A. contra la Dirección de Tránsito y 
Transportes de B. Magistrado Ponente: CARLOS BERNAL PULIDO. Bogotá D.C., ocho (8) de febrero de dos mil dieciocho 
(2018) 
 

https://corte-constitucional.vlex.com.co/vid/-43557842
https://corte-constitucional.vlex.com.co/vid/-43558072
https://corte-constitucional.vlex.com.co/vid/-43558072
https://corte-constitucional.vlex.com.co/vid/-43558574
https://corte-constitucional.vlex.com.co/vid/-43559007
https://corte-constitucional.vlex.com.co/vid/-43558574
https://legislacion.vlex.com.co/vid/expiden-regulan-empleo-carrera-gerencia-60054092
https://legislacion.vlex.com.co/vid/expiden-regulan-empleo-carrera-gerencia-60054092
https://legislacion.vlex.com.co/vid/expiden-regulan-empleo-carrera-gerencia-60054092
https://legislacion.vlex.com.co/vid/expiden-regulan-empleo-carrera-gerencia-60054092
https://corte-constitucional.vlex.com.co/vid/-43558072
https://corte-constitucional.vlex.com.co/vid/-43558574
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considerado relevantes la jurisprudencia constitucional para justificar la validez 
constitucional de este tipo de empleos: uno de índole material, en razón a las 
funciones que desarrollan, y, otro, de índole subjetivo, que da cuenta del alto grado 
de confianza que exige su ejercicio (…)”. (Subrayado fuera de texto). 

 
Como queda visto, con la sentencia SU003/18, la Corte Constitucional determinó que los 
empleados públicos de libre nombramiento y remoción no gozaban de estabilidad laboral 
reforzada, al exigirse de este tipo de empleos, el máximo grado de confianza por parte 
de sus nominadores y, por tanto, de discrecionalidad en cuanto a su nombramiento 
y remoción. 
 
Esta postura había sido ampliamente decantada por la Corte Constitucional22 donde se 
había reseñado que las personas nombradas en cargos de libre nombramiento y 
remoción no gozan de estabilidad laboral reforzada, por la naturaleza del cargo que 
desempeñaban.  
 
Con lo hasta aquí expuesto, es claro que, a la señora Pilar Cristina Céspedes Bahamón, no 
le asiste razón jurídica alguna para sustentar una presunta ilegalidad en la expedición del 
acto administrativo contentivo de la declaración de insubsistencia del cargo Jefe de División 
204016 LNR adscrito a la División de Servicios Administrativos de la Universidad Nacional 
de Colombia, ya que, la desvinculación obedeció a razones de estricta confianza, lo que 
llevo al Gerente Nacional Financiero y Administrativo a solicitar su declaratoria, pues éste 
buscaba conformar un equipo de su entera confianza, que tuviera la afinidad funcional e 
ideológica con el grupo de trabajo que viene implementando las políticas que dicha 
administración se ha propuesto. Ninguna de las presuntas condiciones de las que aduce 
era titular la señora Céspedes, esto es, prepensionada y madre cabeza de hogar, le 
facultaban para exigir una protección propia de los cargos de carrera administrativa, o para 
el caso particular, de carrera universitaria, dada concepción misma del cargo que ocupaba, 
esto es, de libre nombramiento y remoción. 
 
Ahora, bajo el hipotético caso de que se llegara a desconocer el precedente jurisprudencial 
unificado previamente referenciado, es de indicar que, la hoy demandante nunca probo las 
condiciones alegadas ante la Universidad Nacional de Colombia, siendo de su resorte dicha 
carga probatoria. La sola afirmación de encontrase en las circunstancias antes analizadas, 
no le dan derecho alguno a la señora Céspedes, no sólo por no haber probado su dicho, 
sino porque la naturaleza del cargo, no le otorga la protección perseguida.     
 
 
2.3.1.2. Hallarse en incapacidad médica la demandante al momento de su 

desvinculación:  
 
La señora Pilar Céspedes remitió a la Universidad Nacional de Colombia, una incapacidad 
médica proveniente de la IPS Clínica Santo Tomas-Psiquiatría de fecha 22 de mayo de 
2019, por el término de 15 días, en la que se manifiesta que Pilar Céspedes detenta una 
enfermedad general sin que la misma constituya una certificación o constancia sobre las 
condiciones físicas o mentales que la imposibiliten para el ejercicio de una actividad laboral, 
para ser considerada como un sujeto de especial protección constitucional susceptible de 
una medida de estabilidad laboral reforzada, máxime si se tiene en cuenta, que al día 
siguiente, esto es, 23 de mayo de 2019 – encontrándose en “incapacidad” - asiste al evento 
“primer encuentro nacional de jefes de contratación y jefes de gestión de bienes” realizado 
en la Universidad Nacional de Colombia, del cual ella era la organizadora y frente al cual 
le dio la apertura respectiva.  

 
La incapacidad médica se presentó en un momento en donde la señora Pilar Céspedes, 
ya se encontraba informada de la decisión del Gerente Nacional Financiero y Administrativo 
de solicitar la declaratoria de su insubsistencia, en caso de que ésta no renunciara 
voluntariamente. Este hecho fue corroborado por la misma demandante en oficio remitido 
el día 20 de mayo de los corrientes a la Rectora de la Institución.  
 
En tal sentido, es claro que, la Universidad Nacional de Colombia previó - a la presunta 
vulnerabilidad alegada por la demandante -, había tomado la decisión de desvincularla, tal 
y como se le había informado a la misma. 

 
22 Sentencia SU691/17, entre otras providencias 
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Adicional a lo anterior, y tomando como base el archivo que reposa en la entidad de la 
tutela presentada por la hoy demandante, con el fin de mantenerse en el cargo del que se 
le declaro la insubsistencia, es menester resaltar que, la misma adjunta una epicrisis o 
resumen de su historia clínica del 22 de mayo de 2019, en la cual se anota un trastorno 
mixto de ansiedad y depresión, en los siguientes términos: “Paciente quien ingresa sola a 
la consulta, con adecuada presentación personal, hidratada, sin signos de dificultad 
respiratoria, se desplaza por su propios medios (…) Motilidad activa, simétrica, tono y 
fuerza conservados, sin signos de alteración ni”. En éste orden, si bien el documento no se 
remitió de forma completa, en estas frases se puede comprobar que la accionante no 
presentaba signos visibles que demostraran la situación de limitación física o mental, razón 
por la cual no se puede alegar que la Universidad la desvinculó en atención a esta situación. 
Es más, de la historia clínica de la señora Pilar Céspedes, no se vislumbra incapacidad 
médica previa a los hechos estudiados que denotaran trastornos de ansiedad o depresión, 
las últimas incapacidades presentadas y que obran en su hoja de vida laboral, se refieren 
a las siguientes enfermedades:  
 

- 18 de marzo de 2019: Diagnostico A09X – Gastroenteritis 
- 8 de noviembre de 2017: Diagnostico M759 – Lesión de hombro  
- 27 de junio de 2017: Diagnostico J014 – Pansinusitis aguda   
- 17 de marzo de 2017: Diagnostico J209 – Bronquitis aguda no complicada 

 
En consecuencia, la Universidad no tenía forma de conocer los presuntos trastornos 
alegados por la accionante y, en tal sentido, no se constituyó dentro de la Institución un 
antecedente que determinara la situación de discapacidad puesta en conocimiento 
después de su despido.  
 
Para finalizar, es de indicar, que la Honorable Corte Constitucional en Sentencia T- 372 de 
2012, manifiesta que una persona en condición de incapacidad no puede sujeto de 
terminación de relación laboral ni de declaratoria de insubsistencia, siempre y cuando se 
infiera razonable y lógicamente que su condición médica es de tal característica que le 
genera una limitación física o mental que le imposibilita para el ejercicio de la actividad 
laboral, supuesto fáctico y jurídico que no se predica del caso en mención, toda vez que 
como se manifestó anteriormente ni la incapacidad médica, ni la epicrisis, ni mucho menos 
la trascripción o legalización por su EPS hacen saber tal condición de discapacidad. Al 
contrario, siempre la ubica en el escenario de una enfermedad general lo cual permite 
deducir que la afectación a su estado de salud no tiene como fuente el ejercicio de su 
actividad laboral ni la imposibilita a futuro para el mismo. 
 
 
2.3.2. Acoso Laboral:  
 
La presunta persecución y desplazamiento laboral de la hoy demandante, según sus 
propias conclusiones, obedecieron a dos aspectos a saber:  
 

• “… el profesor Álvaro Viña, quien ostenta el cargo de Gerente Nacional Financiero 
y Administrativo, funcionario que desde el mes de febrero de 2019, empezó a dar 
un trato descortés a la señora Céspedes, apartándola de sus funciones, por 
diferencias suscitadas por el no pago de una orden contractual - a pesar de que el 
contratista había cumplido a cabalidad con lo estipulado en el contrato-, situación 
que ocasiono la pérdida de confianza del jefe hacia su subalterna”.  (Subrayado 
fuera de texto) 
 

• Celebración de convenios con aerolíneas.  
 
 
2.3.2.1. “… el profesor Álvaro Viña, quien ostenta el cargo de Gerente Nacional 

Financiero y Administrativo, funcionario que desde el mes de febrero de 2019, 
empezó a dar un trato descortés a la señora Céspedes, apartándola de sus 
funciones, por diferencias suscitadas por el no pago de una orden contractual 
- a pesar de que el contratista había cumplido a cabalidad con lo estipulado en 
el contrato-, situación que ocasiono la pérdida de confianza del jefe hacia su 
subalterna.  (Subrayado fuera de texto) 
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Frente a dicha afirmación, es de anotar que, el Dr. Alvaro Viña Vizcaino, Gerente Nacional 
Financiero y Administrativo de la Universidad Nacional de Colombia, a través del oficio 
GNFA- 097-19, radicado el día 8 de julio del año 2019, informa a la Dirección Nacional de 
Veeduría Disciplinaria de la Universidad Nacional de Colombia, lo siguiente:   
 

“(…)  
 
Referencia: Oficio ONCI -468-19 del 25 de junio de 2019, radicado el 8 de julio de 
2019  

 
(…) pongo en su conocimiento el Oficio ONCI -468 del 25 de junio de 2019, radicado 
en esta Gerencia el 8 de julio de 2019, donde se informa sobre la solicitud de 
pronunciamiento que mediante oficio ONCI 276-19 efectúa la Oficina Nacional de 
Control Interno a la entonces Jefe de La División Nacional de Servicios 
Administrativos, Dra. Pilar Céspedes Bahamón, relacionada con posibles 
irregularidades relacionadas con la ODS 446 de 2018 suscrita con la firma LR 
CONSTRUCCIONES SAS el 21 de septiembre de 2018, requiriéndole para que 
expliqué, si desde su jefatura ha tenido conocimiento sobre algún conflicto de 
intereses, alguna inhabilidad o irregularidad durante la etapa contractual, ejecución, 
supervisión, interventoría, gestión para el pago o liquidación de la ODS en mención. 
  
Así mismo pongo en su conocimiento la respuesta que le otorgó la citada Dra 
Céspedes Bahamón a la Oficina de Control Interno mediante oficio DNSA-270 de 
2019 el 24 de abril de 2019, donde, entre otras, informa sobre la reunión llevada a 
cabo el 16 de abril de 2019 en la Oficina Nacional de Control Interno donde se trata 
el tema de la gestión de pago de la ODS 446 de 2018, reunión que según tiene 
conocimiento esta oficina fue promovida por la Dra Céspedes.  
 
También es mi deber poner en su conocimiento el oficio aclaratorio a la forma de 
pago de la ODS 446 de 2018 (SABS-510-19), suscrito por este Gerente a solicitud 
de la Dra Céspedes, con su propio Visto Bueno, quien utilizando su cargo de Jefe 
de la División Nacional de Servicios Administrativos, solicitó al suscrito con carácter 
urgente dicha aclaración bajo el argumento de que el contratista no había recibido 
ningún pago y que la aclaración era de conocimiento de la Sede Bogotá. De 
conformidad con lo anterior debo señalar que la citada Dra. ejerció una presión no 
sólo a esta Gerencia sino a la División Nacional de Gestión de Tesorería donde trato 
de incidir para gestionar y acelerar el pago de la ODS 446 de 2018, de lo cual puede 
dar cuenta. la Dra María Elvira García. (Se anexa copia del oficio en mención).  
 
De otra parte, debo informar que en el marco de la desconfianza generada por 
todo lo mencionado, se solicitó al Jefe de la Sección de adquisición de bienes y 
servicios se me informará sobre el número de contratos que tiene o ha tenido con la 
Universidad con la firma LR CONSTRUCCIONES SAS, teniendo como resultado, 
para mi sorpresa, que el contrato ODC 079 del 12/05/2017 fue supervisado por La 
entonces jefe de la División Nacional de Servicios Administrativos y que entre el 
periodo mayo de 2017 y mayo de 2019 la Universidad ha suscrito con la mencionada 
firma 5 contratos. (Se adjunta listado de contratos).  
 
Pongo en conocimiento lo anterior a efectos de que se sirva investigar las posibles 
irregularidades en que pudo haber incurrido la mencionada Dra. Céspedes 
Bahamón desde su cargo de Jefe de la División Nacional de Servicios 
Administrativos en la gestión e incidencia en el pago de la ODS 446 de 2018 y 
solicito se investigue si la citada Doctora pudo tener un interés particular en la 
contratación de la firma LR CONSTRUCCIONES SAS por parte de La Universidad.  
 
(…)”. (Subrayado y negrilla fuera de texto) 

 
Como queda visto, la Gerencia Nacional Financiera y Administrativa de la Universidad 
Nacional de Colombia, había perdido la confianza depositada en la entonces funcionaria – 
hoy demandante - al considerar que podría haber existido de parte de la misma, un interés 
particular en la contratación de la firma LR CONSTRUCCIONES SAS. Aspecto que 
contribuyó en gran medida a la decisión asumida en torno a la declaratoria de 
insubsistencia.  
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2.3.2.2. Celebración de convenios con aerolíneas:  
 
La pérdida de confianza del Dr. Alvaro Viña Vizcaino, Gerente Nacional Financiero y 
Administrativo de la Universidad Nacional de Colombia, y superior jerárquico de la hoy 
demandante - se da en razón a que la señora Céspedes posiblemente habría suscrito 
convenios sin tener facultades de representación legal de la entidad. 
 
Lo anterior, por cuanto, de conformidad con lo establecido en el artículo 7 del Acuerdo del 
002 del 2008 del Consejo Superior Universitario de la Universidad Nacional de Colombia, 
que adopta las normas generales que rigen los acuerdos de voluntades de la entidad, y 
normas concordantes23, la Rectora de la Universidad Nacional de Colombia tiene la 
representación legal para la suscripción de acuerdos de voluntades que vinculen a la 
Universidad directamente o a través de sus delegados, dentro de los límites del numeral 
15 del artículo 16 del Acuerdo CSU 011 de 2005, el cual señala sus funciones, lo que en 
conjunto constituyen los límites a las delegaciones de la facultad de representación legal 
en la firma de acuerdos de voluntades.    
 
En tal sentido, a través del Manual de Convenios y Contratos adoptado con la Resolución 
1551 de 2014, la Rectoría estableció un conjunto de delegaciones y competencias para la 
firma de convenios y contratos. Allí se establecieron las siguientes competencias para la 
suscripción de convenios:  
 

“Artículo 3. Competencias 
 
Serán de competencia exclusiva del Rector: 
 
1. La celebración de todo convenio marco o específico con personas extranjeras 
naturales o jurídicas. 
 
(…)” 
 
Artículo 4. Delegaciones 
 
1. Se delega en el Vicerrector General la competencia para suscribir convenios 
marco o específicos con personas naturales o jurídicas nacionales que 
comprometan al nivel nacional o a más de una sede de la Universidad, que no se 
encuentren delegados en otra instancia”. 

 
De esa forma, la suscripción de convenios marco o específicos con persona extranjera la 
competencia es exclusiva de la señora Rectora, y si es con persona nacional que 
comprometa al nivel nacional de la Universidad Nacional de Colombia, corresponde 
únicamente al Vicerrector General, o bien a la señora Rectora, en caso de que reasuma la 
facultad delegada en precedencia, si así lo considera pertinente. 
 
Sin embargo, la señora Pilar Céspedes Bahamón suscribió los siguientes convenios con 
aerolíneas actuando en nombre y representación de la Universidad: 
 

AEROLÍNEA FECHA CALIDAD DE LA 
PARTE 

Delta Airlines* Abril 2017 Extranjera 

American Airlines  8 de mayo de 2018 Extranjera 

Copa Airlines 29 de junio de 2018 Extranjera 

Aeromexico Agosto 2018 Nacional 

Easyfly – Agencia de viaje 
BCD Travel  

11 de mayo de 2018 Nacional 

Easyfly-Agencia de viaje 
El Corte Ingles 

11 de mayo de 2018 Nacional 

Easyfly – Agencia de viaje 
Aviatur 

11 de mayo de 2018 Nacional 

Easyfly – Agencia de viaje 
Expreso Viajes 

11 de mayo de 2018 Nacional 

 
23 Artículo 15 Acuerdo CSU 011 de 2005, Estatuto General de la Universidad Nacional y numeral 1 del artículo 3 de la 
Resolución 1551 de 2014 de Rectoría. 
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* Incluyó un Acuerdo de confidencialidad y un acuerdo de incentivos corporativos 

 
La Universidad considera que la firma de los anteriores convenios por parte de la señora 
Pilar Céspedes Bahamón, ha puesto en un riesgo a la Institución no sólo en relación en la 
inadecuada representación de la Universidad y la latente invalidez de los acuerdos, sino 
además porque no se surtió el correspondiente tramité de avales requeridos como requisito 
previo en el Manual de Convenios y Contratos para la suscripción de convenios con 
entidades extranjeras, como lo es el visto bueno de la Dirección de Relaciones Exteriores.  
 
La desatención del Manual de Convenios y Contratos por parte de la señora Céspedes en 
estos procesos contractuales, da lugar a que una vez el Gerente Nacional Financiero y 
Administrativo tiene conocimiento de la suscripción de los 8 convenios presuntamente 
celebrados sin competencia, pierde la confianza sobre la accionante, en especial, por las 
responsabilidades y exigencias del cargo que ostentaba la señora Pilar Céspedes 
Bahamón, siendo ella la Jefe de la División de Servicios Administrativos, a la que pertenece 
la Sección de Contratación del Nivel Nacional de la Universidad.  
 
Lo anterior guarda coherencia con el razonamiento del Consejo de Estado24 que señala:_ 
 

“(...) Por ello resulta como una medida acorde con el buen servicio el retiro de la 
funcionaria que se encuentre en tales circunstancias. Y el anterior razonamiento se 
hace más exigente para los funcionarios que ocupan cargos de alta jerarquía en 
una institución, pues es sabido que la alta dignidad de un empleo implica 
compromisos mayores y riesgos de los cuales no pueden sustraerse dichos 
servidores estatales, debido, precisamente, a que su desempeño se torna de 
conocimiento público y que cualquier actuación puede dar lugar a situaciones 
incómodas para el organismo y para el nominador” (Negrilla fuera del texto) 

 
Por lo anterior, se considera que era completamente viable ejercer la facultad discrecional 
en cabeza de los funcionarios de la Universidad Nacional de Colombia, pues esta fue 
razonable y proporcional a los hechos que rodearon el caso, en especial, la búsqueda de 
mejora en la prestación del servicio que evitara riesgos como los presentados por el actuar 
de la accionante y contando con un profesional que fuera de la entera confianza del 
Gerente Nacional Financiero y Administrativo, con lo que, se garantizaría que los procesos 
y actuaciones de dicha dependencia se ejecutaran con más facilidad, rapidez y certeza en 
la aplicación de las normas que regulan la contratación de la Universidad, y con la afinidad 
funcional e ideológica de la administración.  
 
Así como lo reconoce el Consejo de Estado en Sentencia 8807 de 1997 C.P. Clara Forero 
de Castro: 
 

“La Sala encuentra que convergen en un todo y evidencian que, efectivamente, 
como lo dice el a quo, para el nominador dicho proceder de la accionante ocasionó 
la pérdida de la confianza en ella.  Y esta circunstancia, como se destaca en la 
sentencia, según lo ha reiterado esta Corporación, constituye razón de buen 
servicio para declarar la insubsistencia del nombramiento de un empleado público, 
pues para lograr la buena prestación del mismo, se requiere que quien tiene a 
su cargo la dirección del equipo de gobierno, tenga en cada uno de sus 
colaboradores absoluta confianza y credibilidad en su comportamiento, pues 
sólo así se puede lograr la armonía necesaria para cumplir los objetivos y 
cometidos de la administración, cuestión que debe ser prevalente para quienes 
son responsables de conducir o dirigir los organismos e instituciones oficiales”. 
(Negrilla fuera del texto) 

 
Los hechos referenciados en este acápite fueron puestos en conocimiento de la Oficina 
Nacional de Control Interno y de la Dirección Nacional de Veeduría Disciplinaria de la 
Universidad Nacional de Colombia, con el fin de establecer la posible ocurrencia de una 
falta disciplinaria por parte de la señora Pilar Céspedes Bahamón.  
 

 
24 Sentencia del 6 de mayo de 2010 Radicación número: 25000-23-25-000-2003-00411-02(0867-08). Consejera Ponente: 
Bertha Lucia Ramírez De Páez y Sentencia de 7 de julio de 2005, Radicación 2263-04, Consejera Ponente Ana Margarita 
Olaya Forero. 
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De todo lo expuesto, se colige que, la Resolución por la cual se declara la insubsistencia 
de la señora Pilar Céspedes Bahamón, es completamente razonada y busca proteger los 
intereses de la Universidad y por puesto el interés público teniendo en cuenta la naturaleza 
de los recursos de la Institución, tal como lo reconoce la Sentencia T-686 de 2014 M.P. 
Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
 

“Siendo la confianza un factor determinante a la hora de vincular funcionarios en 
cargos de libre nombramiento y remoción, su pérdida constituye una razón 
justificada para que la administración de por terminada la relación laboral con 
el empleado público y de esta forma garantice tanto la prestación del buen 
servicio como la satisfacción del interés público. En ese entendido, cuando la 
decisión de insubsistencia es consecuencia de actuaciones del servidor que 
contribuyeron a que su nominador perdiera la confianza en él, el acto no 
puede catalogarse como arbitrario o dictado con desviación de poder”. 
(Negrilla fuera del texto) 
 

 
Por todo lo expuesto es este acápite, es de concluir que, las causales de nulidad invocadas 
por la Señora Pilar Céspedes, no tienen vocación de prosperar, dado que, los 
señalamientos sustento de las mismas, carecen de justificación jurídica y fáctica, lo que 
permite dejar incólume la legalidad del acto de declaratoria de insubsistencia al estar éste 
cobijado bajo los preceptos constitucionales y legales aplicables al caso en particular.   
 
 

IV. FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

Fundamento esta contestación en los artículos de orden Constitucional 1, 5 y 6; del Código 
de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo los artículos 138, 155, 
161, 162, 164, 206, 211 y 212; Ley 446 de 1998, Ley 640 de 2001 y demás normas 
concordantes. 
 
 

V. OBJECIÓN A PRUEBA SOLICITADA POR LA PARTE DEMANDANTE 
 

• Inspección Judicial: 
 

La parte demandante solicita la práctica de la inspección judicial “con exhibición parcial de 
los documentos respectivos aportados como pruebas, la hoja de vida de la demandante, su 
forma de vinculación, desempeño en el cargo, funciones desarrolladas en su último cargo 
y su remuneración, que reposan en los archivos de la División de Personal Administrativo, 
Sede Bogotá, o en el lugar que se indique en el momento de la práctica de la diligencia; o 
solicitar que sean presentados por la demandada en la sede del Despacho Judicial en la 
práctica de la diligencia; con el fin de verificar los hechos y pruebas de esta demanda, para 
el cotejo de los documentos aportados al proceso, frente a los archivos que deben reposar 
en la Universidad Nacional de Colombia, y en caso que esta última proponga tachas de 
falsedad o desconozca o pretenda desconocer su contenido o validez, o retarde, omita, o 
deniegue o de cualquier manera sea renuente al aporte y exhibición de las documentales 
necesarias al cotejo; así como los puntos que interesen al proceso y los que se concreten 
en el momento procesal para ello”. 
 
Frente al particular, es menester recordar que, el artículo 236 del Código General del 
Proceso en concordancia con el artículo 306 de la ley 1437 de 2011, establecen que sólo 
se ordenará la inspección cuando sea imposible verificar los hechos por medio de 
videograbación, fotografías u otros documentos, o mediante dictamen pericial, o por 
cualquier medio de prueba; así las cosas, y en virtud de que en el proceso en referencia  
existe documental suficiente que abarca la totalidad de los puntos pretendidos por la parte 
actora, se considera innecesaria, impertinente e inconducente la prueba peticionada.  
 
En este orden, solicito muy comedidamente al honorable despacho negar su decreto y 
consecuente práctica. 
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VI. PRUEBAS 
 

DOCUMENTALES: 
 
ANEXO 1 
 
1. Copia de la Resolución 408 del 24-05-2019. (10 folios) 
 
2. Copia de la Resolución 817 del 2-09-2019. (12 folios) 
 
3. Fallos de tutela interpuesta por la señora Pilar Cristina Céspedes Bahamón (37 folios) 
 
4. Oficios radicados por la Gerencia Nacional Financiera y Administrativa relacionados con 
los hechos sustento de la declaratoria de insubsistencia. (5 folios) 
 
5. Certificación expedida por la Secretaria Técnica del Comité Nacional de Convivencia 
Laboral de la Universidad Nacional de Colombia, donde se acredita que, “no se encontró 
comunicación escrita o queja por presunto acoso laboral interpuesta por la señora Pilar 
Cristina Céspedes Bahamón”. (1 folio).    
 
ANEXO 2: 
 
1. Copia del Expediente Laboral de la señora señora Pilar Cristina Céspedes Bahamón (447 
folios) 
 
2. Certificado de salarios devengados por cargo y por año de la señora Pilar Cristina 
Céspedes Bahamón (3 folios) 
 
3. Certificado Laboral de la señora Pilar Cristina Céspedes Bahamón (8 folios) 
 
 

VII. NOTIFICACIONES 
 
A LA DEMANDANTE: En la dirección que figura en la demanda principal. 
 
A LA DEMANDADA Y A LA SUSCRITA: En la secretaría de su Despacho ó en la Cra 45 
No. 26-85 Edificio Uriel Gutiérrez, Piso 5, Oficina 515, Bogotá D.C. Teléfono: 3165000 ext 
18167. Correo electrónico: dirjn_nal@unal.edu.co y 
notificaciones_juridica_nal@unal.edu.co. procesosjudiciales231@gmail.com. Celular: 
3118711024. 
 

VIII. ANEXOS 
 

1. Poder conferido en debida forma. 
2. Los documentos relacionados en el acápite de pruebas.  

 
 
Del Honorable Magistrado, 
 

 
NELCY ALEYDA MESA ALBARRACIN 
C.C. No. 37.754.920 de Bucaramanga 
T.P. No. 133.837 del C.S.J. 

mailto:dirjn_nal@unal.edu.co
mailto:notificaciones_juridica_nal@unal.edu.co
mailto:procesosjudiciales231@gmail.com










LA SECRETARÍA GENERAL DE LA
UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA

HACE CONSTAR:

Que por Ley 66 de 1867 se creó la Universidad Nacional de Colombia.

Que la Ley 30 de 1992, otorgó facultades extraordinarias al Presidente de la República para reestructurar la
Universidad Nacional de Colombia.

Que en virtud de esas facultades,  se expidió el Decreto Número 1210 de 1993, "Por lo cual se reestructura el
régimen orgánico de la Universidad Nacional de Colombia".

Que según el Artículo 1º del Decreto 1210 de 1993, la Universidad Nacional de Colombia es un ente
universitario autónomo del orden nacional vinculado al Ministerio de Educación Nacional, con régimen especial,
de carácter docente e investigativo.

Que según el Artículo 3º del mismo Decreto la Universidad Nacional de Colombia es una persona jurídica
autónoma, con gobierno, patrimonio y rentas propias.

Que de conformidad con el Artículo 13 del mismo Decreto el Rector es el representante legal de la Universidad
y el responsable de su dirección académica y administrativa.

Que la Universidad Nacional de  Colombia tiene su  domicilio en la ciudad de Bogotá, Distrito Capital.

Que según resolución No.018 de 2021 del Consejo Superior Universitario y  Acta  de Posesión Número 001 del
03 de mayo de 2021 del  Consejo  Superior   Universitario,   el   doctor  DOLLY MONTOYA CASTAÑO
identificado  con  la  cédula  de  ciudadania  número 41.437.894 de Bogotá D.C. ejerce las funciones del Rector
de la Universidad Nacional de Colombia para el periodo 2021-2024.

Esta constacia se expide en Bogotá, a los 13(días) del mes de Julio de 2021

CARMEN ALICIA CARDOZO DE MARTÍNEZ
Secretaría General

Código Verificación: 20210713065507354604

El original de este documento es electrónico y se encuentra firmado digitalmente en cumplimiento a lo establecido en la Ley 527 de 1999. Para verificar la
autenticidad del presente certificado, deberá ingresar a la url replegal.hgasia.unal.edu.co

__________________________________________________________________________________________________________
Carrera 45 No. 26-85, EDIFICIO URIEL GUTIÉRREZ, 5º piso Oficina 557

Teléfono: (57-1) 316 5280 Fax: 316 5107 Conmutador: (57-1) 316 5000 Ext. 18054 Fax: Ext. 18052
Correo electrónico: secgener@unal.edu.co

Bogotá Colombia, Sur América
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CERTIFICADO DE EXISTENCIA Y REPRESENTACIÓN LEGAL DE INSTITUCIONES DE EDUCACIÓN SUPERIOR 
 
 

RL-02331-2021 

 

 

LA SUBDIRECTORA DE INSPECCIÓN Y VIGILANCIA  
DEL VICEMINISTERIO DE EDUCACIÓN  

SUPERIOR EN CUMPLIMIENTO DE LAS FUNCIONES  
ATRIBUÍDAS POR EL DECRETO 5012 DE 2009 Y LA 

RESOLUCIÓN 006877 DEL 07 MAYO DE 2020 
 

 
CERTIFICA: 

  

Que el/(la) UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA (Código:1101), con domicilio en BOGOTÁ D.C., es una institución de 
educación superior, OFICIAL, organizada como ente universitario autónomo, con régimen especial, vinculada al Ministerio de 
Educación Nacional en lo que se refiere a las políticas y la planeación del sector educativo, creada mediante la Ley 66 de 20 de 
Abril de 1867. 
 
La UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA es una institución de educación superior,  organizada como ente universitario 
autónomo, con régimen especial, vinculada al Ministerio de Educación Nacional en lo que se refiere a las políticas y la planeación 
del sector educativo. 
 
Que mediante Resolución Ministerial No.2513 del 9 de abril de 2010, le fue otorgada a la Universidad Nacional de Colombia, 
Acreditación de Alta Calidad por un período de 10 años. 
 
INSTITUCION - PRINCIPAL 
 
 

NombreApellido Identidad Cargo ActoInterno Periodo FechaInscripcion Estado 

DOLLY 
MONTOYA 
CASTAÑO 

CC 
41437894 
Bogota 

RECTOR RESOLUCIÓN 
18 2021-03-23 
CONSEJO 
SUPERIOR 
UNIVERSITARIO 

Desde: 
2021-05-02 
Hasta: 2024-
05-01 

2021-05-15 Activo 

DOLLY 
MONTOYA 
CASTAÑO 

CC 
41437894 
Bogota 

REP. LEGAL RESOLUCIÓN 
18 2021-03-23 
CONSEJO 
SUPERIOR 
UNIVERSITARIO 

Desde: 
2021-05-02 
Hasta: 2024-
05-01 

2021-05-15 Activo 

 
 
INSTITUCIÓN - SECCIONALES 
 
 

Seccional NombreApellido Identidad Cargo ActoInterno Periodo FechaInscripcion Estado 

ARAUCA 
(Código 
1124) 

DOLLY 
MONTOYA 
CASTAÑO 

CC 
41437894 
Bogota 

RECTOR RESOLUCIÓN 
18 2021-03-23 
CONSEJO 
SUPERIOR 
UNIVERSITARIO 

Desde: 
2021-
05-02 
Hasta: 
2024-
05-01 

2021-05-15 Activo 

ARAUCA 
(Código 
1124) 

DOLLY 
MONTOYA 
CASTAÑO 

CC 
41437894 
Bogota 

REP. 
LEGAL 

RESOLUCIÓN 
18 2021-03-23 
CONSEJO 

Desde: 
2021-
05-02 

2021-05-15 Activo 

http://www.mineducacion.gov.co/
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SUPERIOR 
UNIVERSITARIO 

Hasta: 
2024-
05-01 

LA PAZ 
(Código 
50298) 

DOLLY 
MONTOYA 
CASTAÑO 

CC 
41437894 
Bogota 

RECTOR RESOLUCIÓN 
18 2021-03-23 
CONSEJO 
SUPERIOR 
UNIVERSITARIO 

Desde: 
2021-
05-02 
Hasta: 
2024-
05-01 

2021-05-21 Activo 

LA PAZ 
(Código 
50298) 

DOLLY 
MONTOYA 
CASTAÑO 

CC 
41437894 
Bogota 

REP. 
LEGAL 

RESOLUCIÓN 
18 2021-03-23 
CONSEJO 
SUPERIOR 
UNIVERSITARIO 

Desde: 
2021-
05-02 
Hasta: 
2024-
05-01 

2021-05-21 Activo 

LETICIA 
(Código 
1125) 

DOLLY 
MONTOYA 
CASTAÑO 

CC 
41437894 
Bogota 

RECTOR RESOLUCIÓN 
18 2021-03-23 
CONSEJO 
SUPERIOR 
UNIVERSITARIO 

Desde: 
2021-
05-02 
Hasta: 
2024-
05-01 

2021-05-15 Activo 

LETICIA 
(Código 
1125) 

DOLLY 
MONTOYA 
CASTAÑO 

CC 
41437894 
Bogota 

REP. 
LEGAL 

RESOLUCIÓN 
18 2021-03-23 
CONSEJO 
SUPERIOR 
UNIVERSITARIO 

Desde: 
2021-
05-02 
Hasta: 
2024-
05-01 

2021-05-15 Activo 

MANIZALES 
(Código 
1103) 

DOLLY 
MONTOYA 
CASTAÑO 

CC 
41437894 
Bogota 

RECTOR RESOLUCIÓN 
18 2021-03-23 
CONSEJO 
SUPERIOR 
UNIVERSITARIO 

Desde: 
2021-
05-02 
Hasta: 
2024-
05-01 

2021-05-15 Activo 

MANIZALES 
(Código 
1103) 

DOLLY 
MONTOYA 
CASTAÑO 

CC 
41437894 
Bogota 

REP. 
LEGAL 

RESOLUCIÓN 
18 2021-03-23 
CONSEJO 
SUPERIOR 
UNIVERSITARIO 

Desde: 
2021-
05-02 
Hasta: 
2024-
05-01 

2021-05-15 Activo 

MEDELLIN 
(Código 
1102) 

DOLLY 
MONTOYA 
CASTAÑO 

CC 
41437894 
Bogota 

RECTOR RESOLUCIÓN 
18 2021-03-23 
CONSEJO 
SUPERIOR 
UNIVERSITARIO 

Desde: 
2021-
05-02 
Hasta: 
2024-
05-01 

2021-05-15 Activo 

MEDELLIN 
(Código 
1102) 

DOLLY 
MONTOYA 
CASTAÑO 

CC 
41437894 
Bogota 

REP. 
LEGAL 

RESOLUCIÓN 
18 2021-03-23 
CONSEJO 
SUPERIOR 
UNIVERSITARIO 

Desde: 
2021-
05-02 
Hasta: 
2024-
05-01 

2021-05-15 Activo 

PALMIRA 
(Código 
1104) 

DOLLY 
MONTOYA 
CASTAÑO 

CC 
41437894 
Bogota 

RECTOR RESOLUCIÓN 
18 2021-03-23 
CONSEJO 
SUPERIOR 
UNIVERSITARIO 

Desde: 
2021-
05-02 
Hasta: 
2024-
05-01 

2021-05-15 Activo 

http://www.mineducacion.gov.co/
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PALMIRA 
(Código 
1104) 

DOLLY 
MONTOYA 
CASTAÑO 

CC 
41437894 
Bogota 

REP. 
LEGAL 

RESOLUCIÓN 
18 2021-03-23 
CONSEJO 
SUPERIOR 
UNIVERSITARIO 

Desde: 
2021-
05-02 
Hasta: 
2024-
05-01 

2021-05-15 Activo 

SAN 
ANDRES 
(Código 
1126) 

DOLLY 
MONTOYA 
CASTAÑO 

CC 
41437894 
Bogota 

RECTOR RESOLUCIÓN 
18 2021-03-23 
CONSEJO 
SUPERIOR 
UNIVERSITARIO 

Desde: 
2021-
05-02 
Hasta: 
2024-
05-01 

2021-05-15 Activo 

SAN 
ANDRES 
(Código 
1126) 

DOLLY 
MONTOYA 
CASTAÑO 

CC 
41437894 
Bogota 

REP. 
LEGAL 

RESOLUCIÓN 
18 2021-03-23 
CONSEJO 
SUPERIOR 
UNIVERSITARIO 

Desde: 
2021-
05-02 
Hasta: 
2024-
05-01 

2021-05-15 Activo 

TUMACO 
(Código 
50100) 

DOLLY 
MONTOYA 
CASTAÑO 

CC 
41437894 
Bogota 

RECTOR RESOLUCIÓN 
18 2021-03-23 
CONSEJO 
SUPERIOR 
UNIVERSITARIO 

Desde: 
2021-
05-02 
Hasta: 
2024-
05-01 

2021-05-15 Activo 

TUMACO 
(Código 
50100) 

DOLLY 
MONTOYA 
CASTAÑO 

CC 
41437894 
Bogota 

REP. 
LEGAL 

RESOLUCIÓN 
18 2021-03-23 
CONSEJO 
SUPERIOR 
UNIVERSITARIO 

Desde: 
2021-
05-02 
Hasta: 
2024-
05-01 

2021-05-15 Activo 

 
 
 
La información consignada en este certificado corresponde a la reportada por la institución. 
 
Esta institución de educación superior está sujeta a la inspección y vigilancia por el Ministerio de Educación Nacional. 
 
El presente documento electrónico tiene validez conforme a lo dispuesto en la Ley 527 de 1999 y las demás normas que los 
complementen, modifiquen o reemplacen. Para verificar la autenticidad del presente certificado o ver el documento electrónico,  
ingrese  a https://vumen.mineducacion.gov.co/VUMEN/, Consultar Certificado y digite el número de certificado. 
 
Se expide la presente certificación en Bogotá D.C. a los 4 dias del mes de Junio de 2021, por solicitud de UNIVERSIDAD 
NACIONAL DE COLOMBIA, según radicado RL-2021-004707. 
 
 

Atentamente, 

 
GINA MARGARITA MARTINEZ CENTANARO 
Subdirector de Inspección y Vigilancia  
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27. Fecha expedición

  

Exportadores

Para uso exclusivo de la DIAN

5. Número de Identificación Tributaria (NIT) 6. DV

    

984. Nombre

51. Código

38. País

  

56. Tipo

985. Cargo

50. Código

  

4. Número de formulario

36. Nombre comercial 37. Sigla

53. Código

59. Anexos          SI NO 61. Fecha

55. Forma

57. Modo

58. CPC

60. No. de Folios:

Ocupación

1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 11 12 13 14 15 16 17 18

Actividad secundaria Otras actividades

49. Fecha inicio actividad48. Código 1 2

Lugar de expedición 28.  País

Actividad principal

Actividad económica

47. Fecha inicio actividad46. Código

1 2 3

35. Razón social

31. Primer apellido  32. Segundo apellido 33. Primer nombre

52. Número 
establecimientos

24. Tipo de contribuyente

12. Dirección seccional 14. Buzón electrónico

34. Otros nombres

25. Tipo de documento

29. Departamento

26. Número de Identificación

39. Departamento

Firma del solicitante:

2. Concepto

19 20 21 22 23 24 25 26

1 2 3 4 5 6 7 8 9 10

54. Código

11 12 13 14 15 16 17 18 19 20

Responsabilidades, Calidades y Atributos

IMPORTANTE: Sin perjuicio de las actualizaciones a que haya lugar, la inscripción en el Registro Único Tributario -RUT-, tendrá vigencia indefinida y en consecuencia no se exigirá su renovación

    

40. Ciudad/Municipio

Parágrafo del artículo 1.6.1.2.20 del Decreto 1625 de 2016

Sin perjuicio de las verificaciones que la DIAN realice.  

Firma autorizada:

IDENTIFICACIÓN

41. Dirección principal

ExportadoresObligados aduaneros

UBICACIÓN

30. Ciudad/Municipio

42. Correo electrónico

44. Teléfono 143. Código postal 45. Teléfono 2

CLASIFICACIÓN

Actualización0 2

14735887600

     8 9 9 9 9 9 0 6 3 3 Impuestos de Grandes Contribuyentes 3 1

Persona jurídica 1                               

           

UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA

UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA U.N.

COLOMBIA 1 6 9 Bogotá D.C. 1 1 Bogotá, D.C. 0 0 1

CR 45   26   85 OF 481 ED URIEL GUTIERREZ
gestcontable_nal@unal.edu.co

1 4 4 9 0               3 1 6 5 5 9 8          3 1 6 5 0 0 0

8 5 4 4 1 9 6 8 0 1 0 2 9 0 0 8 2 0 1 8 0 4 0 2              1 3

06- Ingresos y patrimonio.
6  

07- Retención en la fuente a título de  rent

7  

08- Retención timbre nacional

8  

09- Retención en la fuente en el impuesto 

9  

10- Obligado aduanero

1 0

13- Gran contribuyente

1 3

14- Informante de exogena

1 4
42- Obligado a llevar contabilidad 

4 2

52 - Facturador electrónico

5 2                                   

2 2  2 3                          

                              
3 3

2 4  

8 1 8 1   
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Fecha generación documento PDF: 26-01-2021 12:20:57PM



/ .../• DIAN 
DIRECCION DE IMPUESTOS 

Y ADUANAS NACIONA 

Seicl 999 Ob3 
NUMERO DE11~, 
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EXPEDICIONES 

CODIGO 	ADMINISTRACION 	 GRAND1cS 

UN1 VERS HDAD 	C I ONAL DE f:0L01E3 
1A 

INSTRUCCIONES 

1 Válido únicamente como documento de identificación tributaria. 

Los datos en alto relieve identifican al declarante, para sus 
actuaciones ante la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales. 

3. En caso de modificaciones a los datos en alto relieve o de pérdida de 
esta tarjeta, comunique por escrito a la Administración de Impuestos y 
Aduanas Nacionales del lugar de su domicilio fiscal, requiriendo el 
cambio o duplicado según el caso, para lo cual debe diligenciar el 
formulario oficial de solicitud. 

4. Esta tarjeta se exigirá en todas las actuaciones que se surtan ante á 
Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales. 

   

0002336 

   

DIAN 

 

82.053.95 
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